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    1. Teoría y praxis de la derecha. El nacionalcatolicismo en la era neoliberal


    “Se tienen que terminar los subsidios, las subvenciones y las mamandurrias”


    Esperanza Aguirre


    23 de julio de 2012


    Hay un debate permanente en la esfera pública, ilustrada, española, acerca de si el país es aquí y ahora un país normal. Por tal expresión suele entenderse una forma de Estado y sociedad con pronunciadas semejanzas con los países de nuestro entorno. Por “nuestro entorno” suele entenderse a su vez el europeo. Al sur no hay entorno sino frontera con un continente en el que no se nos ha perdido nada salvas algunas memorias de aventuras coloniales decimonónicas más bien estrafalarias.


    La propuesta argumenta que España es ya un país europeo normal. Es verdad que hubo épocas en que esta cuestión fue objeto de controversias y opiniones encontradas, el regeneracionismo, la generación del 98 planteaban la cuestión de si España era un país europeo propiamente hablando o no, si se ajustaba a su tradición cultural o era más bien un lugar periférico, cuya pertenencia al continente podía ponerse siempre en cuestión, un poco al modo en que, en la antigüedad clásica, nunca estuvo del todo claro si Macedonia era o no parte de la Hélade.


    Los hechos históricos acabarían por zanjar la cuestión de una forma que no dejaría lugar a dudas. En el siglo XX Europa vivió dos guerras mundiales, que algunos historiadores, especialmente sensibles a la idea de la unicidad de la cultura europea han conceptuado como una prolongada guerra civil (Nolte, 2001; Comellas, 2010). En las dos, España fue neutral si bien en la segunda, dadas las simpatías del régimen franquista con los nazis, más que neutral, fue “no beligerante”. Por lo demás, el país tuvo su propia guerra civil y no como metáfora sino como una apabullante realidad que todavía hoy, 75 años después de su fin, se deja sentir de múltiples formas. Las dos neutralidades tuvieron muy distintos efectos. La de la primera guerra abrió una época de prosperidad que permitió el desarrollo de una burguesía sobre todo en el norte en situación de hacer negocios con los dos bandos. La “no beligerancia” de la segunda preludió una larga etapa de aislamiento mundial y vergonzoso pues, como país simpatizante con los derrotados, quedaría excluido de la esfera internacional hasta mediados de los años 50, no reincorporándose del todo a Europa hasta mediados de los 80.


    Tales son los antecedentes sobre los que se erige esa controversia sobre la normalidad o anormalidad de España. Esta preocupación, casi obsesiva, por homologarnos a Europa, que trae inevitables efluvios de la idea de las dos Españas, es pintoresca y, en el fondo, trasluce un juicio muy negativo sobre las posibilidades del país en el que se plantea. Un conocimiento somero de las sociedades italiana, francesa, alemana, inglesa, por no mencionar sino algunas, demuestra que todas ellas están orgullosas precisamente de lo contrario que preocupa a los españoles, esto es, de su singularidad, de su unicidad y, por tanto, de su anormalidad. Su condición europea no es norma alguna pues todas ellas la dan por descontada, y están convencidos de ser parte necesaria, imprescindible de esa condición europea. Sin Alemania, Europa no sería la misma. Algo por lo demás absolutamente obvio y que puede predicarse de los otros países incluso de aquellos que, como Gran Bretaña, alardean de no ser europeos, al menos del todo. Ningún país europeo, ni Gran Bretaña, duda de su “europeidad”.


    Pero lo mismo no puede predicarse de España, cuya presencia en Europa, poco visible durante la Edad Media bajo la dominación musulmana, se debilitó de nuevo extraordinariamente en el siglo XVIII, hasta llegar a su desaparición en todo el XIX y la mayor parte del XX. Testigos: las polémicas sobre la ciencia en España, que se originan en las controversias sobre lo que Europa debe a España en los ámbitos de las ciencias, las artes, las letras, la industria, etc.


    Efectivamente, nos guste o no, la opinión mayoritaria entre sus ciudadanos es que España no es un país normal. Insistimos, ese es rasgo de todos los países pues todos hacen arrancar la legitimación de su origen en algún tipo de excepcionalismo. El problema con el español es que se trata de un excepcionalismo negativo. Los españoles manifiestan cierto complejo de inferioridad respecto a las otras sociedades europeas con las que les gusta compararse y una notable desconfianza frente a sus posibilidades de mejorar su situación.


    En gran medida esa anormalidad española se refleja en su sistema político, su sistema de partidos y el carácter de su derecha.

  


  
    La tradición franquista de la derecha


    En España, como en la mayoría de los países europeos, no hay una tradición de partidos de la derecha con una historia a veces centenaria, como sucede con la izquierda. La derecha italiana se ha reconstruido desde la crisis de los años 90 y el comienzo de la IIª República; la francesa arranca de la IIª guerra mundial; la alemana de la derrota de 1945. La única derecha que puede rivalizar en veteranía con los partidos socialistas, generalmente fundados en el siglo XIX es el Partido Conservador británico, de forma que pocas veces puede la derecha probar que cuenta en su haber con aquello que más suele apreciar: la tradición. Escasos son los partidos de derechas con más de setenta años, mientras que en la izquierda son frecuentes los partidos centenarios y, en el caso de los comunistas, casi centenarios.


    De igual modo, la derecha española actual se reorganiza en los años 70 del siglo XX como resultado del fin del franquismo. Este hecho es determinante como también lo es que se trata de la derecha española porque la no española, vasca y la catalana tienen otro palmarés: el Partido Nacionalista Vasco o partido de la burguesía vasca nació en 1895 y Unió Democràtica de Catalunya, el de la burguesía catalana, en 1931. Aunque durante la transición hubo desmayados intentos de resucitar algún partido de derechas españolas de la época de la República, el que finalmente se consolidó como fuerza central, que aglutinó a todas las de la derecha, fue el PP, originariamente Alianza Popular, con varios añadidos y préstamos en sus primeros tiempos, procedentes de los predios ideológicos más pintorescos. Fue un partido fundado por un ministro de Franco y organizado en lo que podríamos llamar la más pura cultura política del franquismo.


    No es cosa de detenerse en una consideración de la Dictadura y su peculiar relación con los partidos de la derecha. Uno de los pilares del franquismo, más simbólico que real, fue el partido único, que respondía al historiado título de Falange Española Tradicionalista y de las Juntas Ofensivas Nacional Sindicalistas, (FET y de las JONS), creado por el Decreto de Unificación de 1937 que, además, prohibía todos los demás partidos políticos1. Este partido único era conocido por el nombre abreviado de Movimiento Nacional e, incluso, simplemente, el Movimiento, con la misma parquedad nominativa con que en la oposición muchos —incluso quienes no simpatizaban con él— llamaban al Partido Comunista de España y hasta cualquier Partido Comunista simplemente el Partido. Su importancia práctica, excepto como mecanismo de reclutamiento de fieles servidores de la Dictadura, era desdeñable. En realidad, el verdadero partido político de Franco, la base real de su poder, su instrumento decisivo, era el ejército, del que el dictador era “generalísimo”.


    Aquel partido único, cuyo Jefe Nacional era el Jefe del Estado, se confundía con las estructuras político-administrativas del régimen, de forma que los jefes locales o provinciales del Movimiento eran asimismo las autoridades del correspondiente orden administrativo. Y, en efecto, como hemos dicho, el partido era un mecanismo de reclutamiento del personal al servicio de la dictadura y el terreno en el que este seguía su carrera política, su cursus honorum. Se comenzaba de alcalde del pueblo de uno y jefe local del Movimiento y se iba ascendiendo en el escalafón político, como gobernador civil y jefe provincial del movimiento, o delegado de los sindicatos o director general de diversas materias, hasta llegar a ministro secretario general del Movimiento, cargo que, por ejemplo, ocupó un tiempo quien después sería suegro del ministro de Justicia de España en el gobierno de Rajoy y un hombre que publicó un libro de memorias de contumaz título y lectura llena de enseñanzas (Utrera Molina, 2008).


    Así pues el dicho partido único era de todo menos un partido político. Puro caldo de cultivo del personal al servicio de la Dictadura. La derecha no precisaba de partido alguno porque el Estado en su conjunto estaba a sus órdenes. Ello explica por qué, salvas contadísimas excepciones, los conservadores no se articularon en estructuras partidistas. Sin duda había liberales, monárquicos, tradicionalistas, democristianos, todo ellos franquistas, pero no organizados en forma de partidos que, al estar legalmente prohibidos, solo podían darse en la clandestinidad, cosa que la izquierda estaba dispuesta a hacer (aunque no toda) pero no la derecha. Las distintas orientaciones políticas derechistas se agrupaban en círculos de relaciones y amistades con alguna, escasa, presencia en la sociedad civil, sobre todo en asociaciones de carácter cultural.


    Esta situación explica el desconcierto con que la derecha vivió el fin de la Dictadura desde el punto de vista organizativo. No había experiencia partidista y, además, predominaba una cultura política ferozmente contraria a los partidos políticos. Basta recordar el famoso espíritu de febrero, con que echó a andar el primer gobierno de Arias en 1974. Navarro traía en las alforjas una vaga promesa de liberalización del régimen de asociaciones y la imprecisa ilusión de tolerancia hacia formas partidistas. Así habían de formarse unas asociaciones políticas en cuyos nombres no podría aparecer la palabra “partido” y que, además, se obligaban a respetar el espíritu de los Principios Fundamentales del Movimiento Nacional y a moverse en su marco. Un propósito tan absurdo y caricaturesco que no mereció el respeto ni de quienes lo impulsaron, pero que refleja bastante bien la falta absoluta de conciencia democrática de los gobernantes del régimen y de los sectores sociales que los apoyaban y se beneficiaban de ellos.


    El único partido de la derecha que llegó a cristalizar en la transición fue el ya mencionado Partido Popular. Creado originariamente en 1976 bajo la denominación de Alianza Popular, se trató de una organización fundada y dirigida por franquistas que encabezaban distintas organizaciones casi todas ellas “asociaciones políticas”, es decir, puros remedos de partidos surgidos del citado espíritu de febrero. En su Congreso fundacional en marzo de 1977 se constituyó como una federación de partidos que presentó una candidatura literalmente copada por ex ministros de Franco: Fraga Iribarne (Reforma democrática), Silva Muñoz (Acción Democrática Española), López Rodó (Acción Regional), Fernández de la Mora (Unión Nacional Española), Martínez Esteruelas (Unión del Pueblo Español), Licinio de la Fuente (Democracia Social) y Thomas de Carranza, el único que no había sido ministro del dictador (Unión Social Popular) (López Nieto, 1988). Lo pomposo de los nombres (mucha Unión, Acción, etc.), ponía de relieve la ausencia del nefando término de “partido” que la derecha solo incorporaría al nombre del PP en 1989. Tanto afán no era más que la señal del carácter ridículo de aquellos sobresaltos del parto de un partido de la derecha franquista cuyo cartel electoral bautizó la gente con sentido del humor como el de los siete magníficos. El resultado de las elecciones se quedó en un mísero 8,34% del voto, 16 diputados y dos senadores y puso de manifiesto la imposibilidad de prolongar las instituciones de la dictadura en un inevitable contexto democrático así como las dificultades de una derecha antidemocrática por dotarse de una organización partidista que atrajera a los electores.


    Celebradas las elecciones y como las Cortes acabaron siendo constituyentes de hecho, los 16 diputados de aquel naciente “partido de partidos” dividieron su voto ante el proyecto de Constitución: 9 a favor, 5 en contra y dos abstenciones, si bien en el referéndum posterior, AP pidió el voto favorable al texto del que precisamente había sido ponente Fraga, aquel temperamental ministro de Franco que había acariciado la inútil esperanza de que el nuevo Rey lo nombrara presidente del gobierno.


    Para las elecciones de 1979, AP se alió con otros partidos como Acción Ciudadana Liberal (José María de Areilza), el Partido Democrático Progresista (Alfonso Ossorio) y Partido Popular de Cataluña (Antonio de Senillosa) bajo la denominación Coalición Democrática cuyos resultados aun serían peores que en 1977, con un 6.10% del voto y diez diputados. En los años siguientes, esta derecha franquista, heredera directa de la Dictadura, siguió perdiendo elecciones bajo distintos nombres hasta llegar a su refundación en el congreso de 1989 con la denominación que hoy ostenta de Partido Popular.


    Entre tanto hubo algunos intentos de crear otros partidos políticos de la derecha más “civiles”, por así decirlo y una agrupación de estos casi pareció a punto de conseguirlo, bajo la dirección de otro perteneciente al personal político de la Dictadura, Suárez. Este traía un espíritu renovador y opuesto al intento de prolongar el franquismo, cosa que le hizo entrar en conflicto con sus antiguos compañeros de militancia que lo llamaban traidor. Aquel invento, la UCD, ganó dos elecciones generales consecutivas con una mayoría relativa pero, falto de orientación clara, no pudo resistir las tensiones internas producidas por unas familias políticas mal avenidas y las presiones de sectores institucionales poderosos, especialmente el ejército, y se vino abajo tras prolongada agonía de rencillas internas dando paso a un esperado y abrumador triunfo del partido socialista.


    El centrismo intentó sobrevivir a la derrota cambiando de dirigente y hasta de designación, pero ya no volvió a alcanzar resultados dignos de consideración. La fuerza electoral de la derecha se trasladó de nuevo a la estructura que los franquistas, los únicos con experiencia política para hacerlo, habían puesto en marcha con el partido popular. Y este fue el que, primero de forma titubeante y con magros resultados pero luego con mayor seguridad y un espíritu de afirmación acabó consolidando el otro elemento de un sistema de partidos que ha caracterizado prácticamente toda la transición y tenía una naturaleza complicada, siendo multipartidista en las Comunidades Autónomas históricas y bipartidista a escala del Estado o, cuando menos, de un bipartidismo imperfecto, de dos partidos y medio. El sistema que el último año de la legislatura de Rajoy aparecía irremediablemente condenado.


    Este franquismo de origen de la derecha española en el poder era ya evidente en los dos gobiernos de José María Aznar, un hombre de ascendencia de franquistas en su familia y él mismo educado en sus años mozos en el horizonte espiritual de la Dictadura como se demuestra por el hecho de que en su juventud perteneciera a la Falange, en su rama autodesignada “auténtica”, término por el que no es obligado entender nada pues nada significa. Ni el mismo Franco tenía respeto por esa organización a la que, con gran desconsuelo de su biógrafo, su médico Vicente Gil, pero con sobrio realismo, llamaba “chulos de algarada” (Gil, 1981), algo que encaja bastante bien con el estilo de Aznar y de la gente de que se rodeó.


    La influencia del franquismo alcanzó grados de perfección con el gobierno de Rajoy. Los de Aznar aun admitían cierta variedad. Es de conocimiento general que en ellos se sentaron también gentes procedentes de organizaciones de la izquierda, especialmente comunistas, debidamente arrepentidas y recicladas: Pilar del Castillo, Josep Piqué o Celia Villalobos. Incluso se ha llegado a señalar que ha habido más excomunistas en los gobiernos del PP que en los del PSOE, cosa que muchos atribuyen al hecho de que las relaciones entre las dos fuerzas tradicionales de la izquierda, socialistas y comunistas han sido a veces peores que entre ellas y las de la derecha.


    En el gobierno de Rajoy, en cambio, no había conversos ya que su composición reflejaba la de los habituales gobiernos de Franco: había empresarios, nobles, altos cargos de los cuerpos de la elite franquista, católicos, miembros del Opus Dei y representantes de la ideología de la Falange, articulada hoy en las formas neoliberales. Esta equiparación entre la Falange y el neoliberalismo a la española está lejos de ser arbitraria. El think tank de la derecha española, encargado de elaborar la doctrina en la lucha por la hegemonía de la izquierda tiene un estilo discursivo que recuerda mucho al de los falangistas. Y eso sin contar con el misterio de su propio nombre, aun por desentrañar. FAES, oficialmente Fundación para el Análisis y los Estudios Sociales, es una denominación ajena al espíritu castizo del español, un verdadero anacoluto que, según muchos, no responde solamente a la ignorancia de quienes la bautizaron, sino a la voluntad de encontrar un acróstico para rendir homenaje a la organización de su presidente, Falange Española, FAES. Por faltar franquistas en el gobierno de Rajoy, solo faltaban los ministros militares.


    Esa clave franquista biográfica e ideológica explica en gran medida las políticas del gobierno de la derecha que ha gobernado o desgobernado España durante la segunda etapa de la crisis económica. Son dos sus corrientes intelectuales internas: la neoliberal y la nacionalcatólica y la mezcla de ambas da como resultado el desastre de un gobierno que ha empobrecido el país, ha destrozado el Estado del bienestar, lo ha fragmentado territorialmente, lo ha destruido moralmente a fuerza de corrupción y ha impuesto una involución democrática sin igual.


    
      
        1 Decreto núm. 255.- Disponiendo que Falange Española y Requetés se integren, bajo la Jefatura de S. E. el Jefe del Estado, en una sola entidad política, de carácter nacional, que se denominará “Falange Española Tradicionalista de las JONS”, quedando disueltas las demás organizaciones y partidos políticos. Boletín Oficial del Estado núm. 182, de 20/04/1937.

      

    

  


  
    El neofranquismo I: el nacionalcatolicismo


    El gobierno de la derecha recoge la vieja tradición reaccionaria del franquismo en su versión más nacionalcatólica y la amalgama con las nuevas corrientes ideológicas neoliberales de la nueva derecha, especialmente las de raíz estadounidense. Pudiera parecer que el rancio esperpento del viejo y castizo nacionalcatolicismo fuera difícil de maridar con el espíritu pragmático, descreído, puramente economicista del neoliberalismo. Al fin y al cabo, el pensamiento reaccionario español, sintetizado por Menéndez Pelayo pero que tiene sus fuentes nutricias en el cura Balmes y el aristócrata Donoso Cortés ya era contrario al liberalismo, por fidelidad filial a la doctrina vaticana del Syllabus de Pío IX, en 1864, en donde se sostiene explícitamente como error que “la Iglesia católica no sea la única religión del Estado con exclusión de todas las demás formas de culto” y que “el Romano Pontífice pueda y deba reconciliarse y transigir con el progreso, con el liberalismo y con la moderna civilización”2.


    ¿Cómo ser neoliberal cuando se ha sido antiliberal? Sencillamente, aplicando la casuística de los jesuitas, espina dorsal del nacionalcatolicismo, de acuerdo con la cual el liberalismo es bueno o malo según nos interese para nuestros elevados fines, consistentes en conservar la monarquía católica, el orden social, la propiedad privada. Esa misma casuística aplica la nueva derecha más reaccionaria, la neoconservadora, esto es, el sector más extremo y radical del neoliberalismo, aliado al conservadurismo también más ultramontano, o sea, el meollo del Tea Party, estadounidense, que tantos seguidores tiene en España en la academia y en los medios (Colado, 2014).


    La influencia de la iglesia se hizo patente en los primeros momentos de desarrollo legislativo de los planes más involucionistas del gobierno. La sintonía entre algunos ministros, especialmente devotos, como el de Interior (miembro del Opus Dei) o el de Justicia y la jerarquía eclesiástica fue completa desde el inicio. Tanto que podría hablarse de una hierocracia. Hemos empleado el término en otra parte (Cotarelo, 2015) para dulcificar una expresión que también se ha utilizado en otras etapas de la historia peninsular, como el de “teocracia”. Hoy sería exagerado hablar de un régimen teocrático como el de los visigodos de Recaredo, pero no lo es hacerlo de hierocracia dado que este pone de relieve una influencia tan desmedida de los curas en los asuntos del siglo que dijérase que gobiernan ellos, lo cual no está muy lejos de retratar la realidad española contemporánea.


    Verdad es que la Constitución vigente de 1978 declara que el Estado carece de confesión, lo cual, por cierto, no equivale a una declaración de laicidad y de tajante separación entre la Iglesia y el poder político. Pero, al mismo tiempo y siguiendo una inveterada costumbre española que se remonta al siglo XVIII, cuando menos, las relaciones entre el España y el Vaticano y, por ende, entre la Iglesia y el Estado en el país, se atienen a unos Acuerdos con la Santa Sede de 1979, prolongación del Concordato franquista de 1953. En la actualidad,y como siempre, España se rige por un texto constitucional y otro más o menos concordatario, de acuerdo con su espíritu tradicional de “monarquía católica”, como la querían Donoso Cortés o Cánovas del Castillo. Una Monarquía católica administrada por unos políticos civiles al servicio del clero, esto es, una hierocracia.


    Desde luego, la actual Constitución no define la monarquía española como “católica” sino como parlamentaria y, como se ha dicho más arriba, carente de confesión. De ahí que las relaciones entre la Iglesia y el Estado a raíz de la muerte del dictador, que los curas recibían en los templos bajo palio, se organicen hoy según lo dispuesto en estos acuerdos la historia de los cuales, siempre mantenidos en un discreto segundo plano muy a tenor del talante secretista, maniobrero, oportunista y aprovechado de la diplomacia papal, contiene muchas enseñanzas sobre la fuerza actual del nacionalcatolicismo


    Los Acuerdos, uno en materia jurídica, otro cultural y educativa, otro en asuntos religiosos y un cuarto, el verdaderamente importante para entender cómo se financia la Iglesia en España, en asuntos económicos, se negociaron en 1978, pero su firma solemne se pospuso hasta 1979 a los efectos de que no parecieran preconstitucionales sino que, al contrario, se ampararan en la nueva norma fundamental (Sáenz, 2008: 80). Y, sin embargo, sí eran y son preconstitucionales, incluso inconstitucionales tanto en su espíritu como en su letra. En efecto, el relativo a asuntos jurídicos señala en su preámbulo que “la Santa Sede y el Gobierno Español, prosiguiendo la revisión del Concordato vigente entre las dos Partes, comenzada con el Acuerdo firmado el 28 de julio de 1976, cuyos instrumentos de ratificación fueron intercambiados el 20 de agosto del mismo año, concluyen el siguiente Acuerdo:”3 (Cursiva, nuestra)


    En otros términos, unos acuerdos de 1979 dan por “vigente” el Concordato de 1953 que firmó el dictador Francisco Franco con el Vaticano y cuyo artículo I reza: La Religión Católica, Apostólica, Romana sigue siendo la única de la Nación española y gozará de los derechos y de las prerrogativas que le corresponden en conformidad con la Ley Divina y el Derecho Canónico. Es decir, el Estado español en la actualidad es o no confesional según qué documento prevalezca, si la Constitución o el Concordato. Es verdad que la Constitución determina en su disposición derogatoria, 3 que “Asimismo quedan derogadas cuantas disposiciones se opongan a lo establecido en esta Constitución”. Parecería, por tanto, que el Concordato de 1953 estaría afectado de inconstitucionalidad y no menos los mismos acuerdos de 1979, al dar como “vigente” un Concordato que no puede estarlo en función del principio de no confesionalidad del Estado.


    Ahora bien, como cabría suponer tratándose de España, nadie, ningún gobierno ni partido se ha esforzado en clarificar esta situación como se debe. Al contrario, todos han dado por supuesto que el marco en el que se mueven las relaciones Iglesia-Estado en España es el de estos Acuerdos que, en puridad de los términos debieran haber sido denunciados desde su mismo origen. Gracias a la connivencia entre los dos partidos mayoritarios, PP y PSOE, la Iglesia católica continúa parasitando el erario español y viviendo de privilegios a costa de la ciudadanía y goza de una posición de preeminencia de hecho que le permite, en realidad, gobernar.


    El pensamiento y la actitud misma nacionalcatólicos han sido patentes desde el comienzo de la X legislatura, a fines de 2011. Al margen de otras consideraciones de tipo pedagógico o adecuación de los planes de estudio a las autonomías, la reforma de la ley de educación del ministro Wert subvirtió el carácter laico del sistema educativo, suprimió la asignatura de la “educación para la ciudadanía, bajo la excusa de que era una materia de carácter ideológico y, a cambio, reimplantó la enseñanza de la religión católica en las etapas no universitarias. Ciertamente, la asignatura es voluntaria pero, desde el momento en que es evaluable en el currículum de los alumnos, no es tan voluntaria sino que pasa a ser semiobligatoria y, lo que es más perverso, avanza la idea de que la materia religiosa tiene un carácter en todo equiparable a las matemáticas, la física o la química.


    Sin duda, la Iglesia, hubiera preferido una ley más en la línea del famoso decreto Orovio, de 1875, que obligaba a todos los profesores, incluidos los catedráticos de Universidad, a ajustar sus enseñanzas al dogma católico y, por supuesto, el ministro Wert, un carcunda que había intentado pasar por moderado y centrista en los medios, hubiera estado encantado de aprobar algo parecido. Pero, siendo estos tiempos de general descreimiento, la Iglesia hubo de conformarse con ver atendida una parte de sus más anheladas reivindicaciones de control ideológico de las nuevas generaciones. La otra parte sería a su vez satisfecha no mediante actividad legislativa sino mediante el carácter de las políticas públicas aplicadas por el ministerio de Educación. Precisamente por tratarse de una competencia transferida a las Comunidades Autónomas, la intervención del gobierno central en estos ámbitos es muy importante y siempre se hace en pro de la enseñanza privada y concertada y en detrimento de la meramente pública. Por supuesto, los profesores de religión son contratados y despedidos por la Iglesia según sus peculiares criterios, pero cobran con cargo a los presupuestos generales del Estado. Es decir, los ciudadanos sufragamos con nuestros impuestos la enseñanza de la religión católica.


    La impronta nacionalcatólica no fue menor en otras provincias de la actividad gubernativa y legislativa. El gobierno mostró de inmediato una gran hostilidad al matrimonio homosexual, una de las más avanzadas reformas del gobierno socialista de Zapatero, que pusieron a España en lugar destacado en la jerarquía de países más progresistas de Occidente. La presión de la Iglesia en contra había sido fortísima. Tanto por esta innovación como por la reforma de la Ley del Aborto, la jerarquía se movilizó convocando manifestaciones multitudinarias en defensa de la familia católica, por supuesto, en donde no era infrecuente ver pancartas en las que se tildaba a Zapatero de Anticristo, una figura teológico-política perteneciente al imaginario más cavernícola y estúpido del catolicismo.


    La lucha en contra de los derechos de los homosexuales y otras minorías no dio el resultado inicialmente previsto, sobre todo después de que el Tribunal Constitucional tumbara la pretensión de prohibir el matrimonio homosexual4, cosa que los diputados populares intentaron siete años antes. Por esta razón la Iglesia, siempre buena táctica en sus planes, decidió concentrarse en la prohibición del aborto o, cuando menos, su máxima restricción.


    Tal fue la principal tarea que echó sobre sus hombros el ministro de Justicia, Alberto Ruiz Gallardón. Este demócrata cristiano de derecha extrema, yerno de un falangista ministro de Franco, también traía otros proyectos de reforma siempre pensados con el ánimo de restringir derechos y libertades y endurecer el derecho penal todo lo posible. Dispuso una reforma de las tasas judiciales que, de hecho, excluye a las gentes de escasos medios de la administración de justicia y restablece la cadena perpetua, sorteando la prohibición constitucional de esta mediante la “prisión permanente revisable”, una fórmula hipócrita, muy del gusto del personaje que la introdujo, ejemplar perfecto del sepulcro blanqueado del que hablan los Evangelios.


    La expresión “prisión permanente revisable”, por lo demás vigente en otros países europeos, es un verdadero fraude de Constitución porque implica la cadena perpetua de hecho que la Constitución prohíbe implícitamente el prever que las penas de privación de libertad estarán orientadas a conseguir la reinserción social del penado (art. 25, 2). Conviene retener esta práctica porque es muy frecuente en las actividades de la derecha y suele darle buenos rendimientos: se trata de preservar la letra de las normas legales mientras se las dota de un contenido absolutamente contrario a su espíritu. De esta forma puede reintroducirse la cadena perpetua sin que lo parezca y extraño es que no hayan conseguido fabular otra patraña similar para reintroducir la pena de muerte, a la cual recurrió Franco, el inspirador de este gobierno de la derecha, prácticamente hasta el día de su propia muerte. Parece mentira pero el gobierno consiguió el acuerdo del PSOE, principal partido de la oposición, a su retrógrada reforma de, Código Penal, incluida la cadena perpetua, a base de eufemismos y regulación implícita5


    Esta práctica de manipular los términos, falsear y desnaturalizar su significado aplicando una especie de neohabla orwelliana (por ejemplo, la subida de las tasas judiciales se da en el contexto de una norma que dice regular la gratuidad de la justicia o el intento de imponer una política autoritaria y represiva de orden público se hace en una ley llamada de “seguridad ciudadana”) es la que el ministro aplicó en la denodada defensa parlamentaria de su proyecto de reforma del aborto. La norma pudiera llamarse más adecuadamente de prohibición del aborto, pues tal era su contenido. Pero pretendió llamarse “de protección de los derechos del no nacido”.


    Tan de prohibición era que incluso prohibía el aborto en el caso de malformación del feto. El ministro defendió esta inhumana actitud con recurso a una reflexión que delata el meollo mismo de la moral franquista y nacionalcatólica en cuanto moral de la Inquisición. Sostenía el político que si él fuera a tener un hijo con malformación no dudaría en tenerlo y que tal era su íntima convicción. No se le ocurría, obviamente, que convertir en leyes de obligado cumplimiento las convicciones morales del gobernante, por muy íntimas que sean, nos retrotrae a los tiempos de la persecución religiosa, los del cujus regio, ejus religio. O quizá sí se le ocurriera. El regreso del más reaccionario nacionalcatolicismo está apuntalado en este tipo de barbaridades.


    Estas profundas convicciones morales que justifican la prohibición y la intolerancia retratan a la perfección la estructura moral de unos políticos reaccionarios e iluminan con la cárdena luz del cinismo y la hipocresía la defensa parlamentaria que el ministro hizo de su anteproyecto de ley de prohibición del aborto en la cual echó mano del argumentario tradicional de la izquierda en pro de la emancipación de la mujer. Escaso debe de ser el entendimiento de un gobernante que considera compatible tratar a las mujeres como menores de edad, privarlas de sus derechos más elementales como es el de la disposición del propio cuerpo con el empleo de un lenguaje de emancipación femenina. En el colmo del machismo patriarcalista más insoportable, el mismo ministro quiso vender como un avance en el sentido humanista de la izquierda el hecho de que, aunque su absurda norma consideraba el aborto un delito, las mujeres quedaban libres de reproche penal. Ruiz Gallardón consideraba que así se las protegía por ser víctimas y no se le ocurría que suponía tratarlas como menores de edad. Tal es el nivel mental de los gobernantes nacionalcatólicos.


    Pero la intromisión de la Iglesia en la política legislativa y la acción del gobierno no se reduce solamente, con ser ello decisivo, a las grandes cuestiones como las repasadas, esto es, la educación, el matrimonio homosexual o el aborto. También se visualiza en el comportamiento ordinario de los gobernantes. Que la ministra de Trabajo encomendara la lucha contra el desempleo a la Virgen del Rocío, que el del Interior se pusiera en manos de Santa Teresa, condecorara a la Virgen del Pilar con la medalla al mérito policial o enviara un buen puñado de guardias civiles en peregrinación a Lourdes, que la alcaldesa de Madrid impetrara la intervención de la Virgen de la Almudena o que la presidenta de la Comunidad de Castilla La Mancha se paseara de peineta y mantilla en la procesión del Corpus de su provincia son hechos que están lejos de ser una fruslería que, si acaso, apuntan a una mentalidad sumisa y pacata típica del nacionalcatolicismo. Demuestran que, para la derecha, el principio de aconfesionalidad del Estado, proclamado en la Constitución es un principio vacío. Estos gestos y una miríada de otros son pública manifestación de la esencia nacionalcatólica del gobierno neofranquista.


    Ciertamente, sería ingenuo pensar que la intromisión eclesiástica en la gobernación del Estado se limite a estas cuestiones generales y abstractas por un lado y puramente simbólicas por otro. Sería pensar que la Iglesia se queda con el fuero y desprecia el huevo, lo cual contradice la aquilatada experiencia de su acción a lo largo de los siglos. Lo esencial de la hierocracia del momento sigue midiéndose, como siempre, en términos de privilegios y beneficios económicos directos e indirectos.


    Ya el gobierno socialista dejó bien provistas las arcas eclesiásticas al subir del 0,5 al 0,7% la aportación voluntaria de los contribuyentes a los caudales del clero. No se sabe si reír o llorar cuando, al tiempo, se recuerda que este incremento fue presentado por los socialistas como un exquisito, imparcial y mutuamente beneficioso do ut des o lo que ahora se llama en las transacciones comerciales un win-win o trato mutuamente beneficioso. Porque el gobierno aumentaba la dicha asignación durante un plazo tasado y, al propio tiempo, presentaba al Parlamento, por fin, una Ley de Libertad religiosa que habría de hacer obsoletos los vergonzosos Acuerdos de 1979, conseguía que se realizaran las previsiones de estos en cuanto a la autofinanciación de la Iglesia y se procediera a una auténtica separación de la Iglesia y el Estado.


    Innecesario decir que, una vez asegurada la cantidad del montante del incremento, el clero se olvidó de los otros aspectos del pacto y el gobierno, a fuer de gobierno español, también. Instrumental en este designio de favorecer como siempre los intereses del clero a costa de la población fue la vicepresidenta del gobierno socialista, María Teresa Fernández de la Vega, mujer de fingidas convicciones feministas literalmente al servicio del clero. Y cuando decimos literalmente nos quedamos cortos. La fuerza de las imágenes es aquí tremenda. Basta ver las que reflejan sus encuentros con las altas jerarquías católicas —esas que no ocultan su misoginia— para darse cuenta de que pareciera estar levitando. Esta seudofeminista, convenientemente compensada luego con un lucrativo puesto en el Consejo de Estado, fue la responsable directa de que un gobierno acomplejado ante la Iglesia, dejara dormir el sueño de los justos a un proyecto de Ley de Libertad religiosa que hubiera supuesto un gran avance en el proceso de la siempre frustrada modernización española.


    Si esto es lo que hacía la llamada “izquierda” con la Iglesia, fácil es imaginar que haría después la derecha. El nuevo gobierno ha mantenido intactos los ingresos del clero, sin infligir recorte alguno, ha conservado su estatuto de exención fiscal completa, de forma que la “sociedad divina perfecta” está exenta de todo pago de impuestos y ha prolongado por un año más ese inadmisible privilegio por el que, a tenor de la Ley Hipotecaria de 1944, modificada por el gobierno de Aznar en 1996, la Iglesia puede inscribir a su nombre todas las propiedades del tipo que sea que no aparezcan en los registros, una verdadera práctica de reamortización que sitúa al cuerpo místico como el primer propietario de bienes inmuebles del país y que, por supuesto, el gobierno del socialista Zapatero jamás cuestionó.


    La Iglesia cuenta por otro lado con algunos medios de comunicación, singularmente la cadena de radio COPE desde los que realiza su habitual propaganda no solamente en el ámbito dogmático sino también en el político. Una propaganda que respalda sin fisuras al gobierno de la derecha y que, cuando le plantea alguna crítica, conlleva la exigencia de que su política sea más reaccionaria. Las frecuentes intervenciones públicas, preferentemente de la jerarquía, obispos y cardenales, muy agresivas en defensa de las opiniones más ultramontanas, sin excluir las de algunos clérigos de rango menor que llaman abiertamente a prepararse para una nueva cruzada (Toledano, 2014), plantean el problema de la licitud de estas prácticas.


    Suelen los nacionalcatólicos argumentar que los curas están en su derecho de manifestar sus opiniones, en cuanto miembros de una asociación privada que utiliza su libertad de expresión en el marco de una sociedad democrática. No habría nada que objetar a este punto de vista de no ser porque, en realidad, la Iglesia, al financiarse con cargo a los presupuestos públicos exclusivamente y no solo de sus creyentes sino de todos los ciudadanos, no puede considerarse como una asociación privada. No lo es. Por tanto resulta inmoral y debiera ser ilícito que desde medios que se financian con dineros públicos pueda atacarse y hasta insultarse a ciudadanos que pagan sus impuestos pero no profesan la fe que la Iglesia considera verdadera.


    El nacionalcatolicismo del gobierno de la derecha es, por tanto, un hecho empíricamente verificable. La herencia de Franco es patente. Una nación, un territorio, una fe y un Rey. La alianza del trono y el altar es tan firme como siempre y la España de Trento resurge en las disparatadas declaraciones del clero por ejemplo, cuando el Cardenal Cañizares afirma que si España dejara de ser católica, dejaría de ser España. La mentalidad premoderna, que comparten los ministros del gobierno, es patente.


    
      
        2 Syllabus, X, 77, 80. http://www.ewtn.com/library/PAPALDOC/P9SYLL.HTM

      


      
        3 Conventiones inter Apostolicam Sedem et Nationem Hispanam, http://www.vatican.va/roman_curia/secretariat_state/archivio/documents/rc_seg-st_19790103_santa-sede-spagna_sp.html

      


      
        4 Tribunal Constitucional Sentencia 198/2012, de 6 de noviembre de 2012 en el recurso de inconstitucionalidad contra la Ley 13/2005, de 1 de julio, por la que modifica el Código civil en materia de derecho a contraer matrimonio.
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